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Pereira, veinticuatro (24) de octubre de dos mil trece (2013)

                                                                    Acta de Aprobación No.636 

                                                  Hora: 5:50 p.m
Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por la apoderada del  señor CARLOS MARIO RAMÍREZ RAMÍREZ contra el Juzgado Tercero Penal del Circuito de la ciudad de Pereira, al considerar vulnerados sus derechos fundamentales al debido proceso y defensa.     

1.- SOLICITUD 

Lo sustancial de la información que aporta la apoderada del señor RAMÍREZ RAMÍREZ, se puede concretar así:

1.1.- En la Fiscalía 25 Seccional de Dosquebradas se tramitó investigación penal contra el señor CARLOS MARIO, por la conducta punible de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, bajo el radicado N° 661706000066 201200136, por lo que luego de adelantadas las audiencias correspondientes al juicio oral, el 14-02-13 se dio lectura a la sentencia condenatoria en su contra.
1.2.- En la fecha y hora señalada previamente para la lectura de sentencia, y por ende el momento procesal oportuno para que las partes interpusieran los recursos de ley, el juez procedió a verificar la asistencia de los intervinientes, y en ese instante se percató que no se contaba con la presencia del abogado defensor de confianza del señor CARLOS MARIO RAMÍREZ RAMÍREZ, motivo por el cual pidió aplazar la diligencia para no interferir con el derecho fundamental al debido proceso y defensa del que era titular, solicitud que también fue presentada por la delegada fiscal y el defensor de la otra procesada; sin embargo, el funcionario pasó por alto esas peticiones y desatendió el derecho que legal y constitucionalmente le asistía al acusado de ser representado por un abogado que ejerciera su defensa técnica.
1.3.- Para justificar esa forma de actuar el Juez Tercero Penal del Circuito de esta ciudad adujo que el apoderado era conocedor de la realización de dicha audiencia y aún así no compareció. Que la notificación de la fecha de lectura de sentencia se hizo en estrados y en ese sentido el letrado asumiría las consecuencias procesales, y si era del caso interponer algún recurso podía ser manifestado por el procesado y por consiguiente dictó la sentencia condenatoria.
1.3.- Relaciona varias disposiciones con el fin de sustentar que con la actuación antes mencionada se vulneró el derecho fundamental al debido proceso y defensa de su defendido, en especial el primero, por lo que es procedente la intervención del juez constitucional. 
2.- CONTESTACIÓN

2.1.- Dentro del término oportuno el titular del Juzgado accionado hizo uso del traslado del escrito de tutela para responder:

En efecto en ese despacho se adelantó el trámite relacionado por la apoderada de la accionante, y el 11-12-12 una vez emitido el sentido del fallo de carácter condenatorio, se fijó fecha para llevar a cabo el acto público de lectura de sentencia el 14-02-13 a las 9:30 a.m, fecha que fue notificada en estrados a todos los sujetos procesales incluido desde luego el defensor del señor CARLOS MARIO RAMÍREZ.
El citado 14-02-13, luego de esperar por un lapso a que compareciera el mencionado apoderado, se procedió a instalar la audiencia de lectura de fallo y el defensor de la coprocesada manifestó que el Dr. HERNÁN ANGARITA se encontraba en una audiencia en la ciudad de Cartago, y que presumía que con posterioridad justificaría su ausencia; además, agregó que para el 27-02-13 estaba programada una audiencia para resolver sobre la solicitud de libertad para su defendida, lo cual constituía otro motivo adicional por el cual debía aplazarse la audiencia de lectura de sentencia.
Como quiera que no se había recibido, ni se recibió comunicación alguna de parte del citado defensor que justificara su no comparecencia, o la correspondiente solicitud de aplazamiento de audiencia, y la misma había sido fijada con dos meses de antelación, aunado a la pretensión de la defensa en cuanto a una supuesta prolongación excesiva de la privación de la libertad de los acusados, advirtió que resultaba un contrasentido el propiciar por un lado el aplazamiento de la audiencia, mientras que por el otro se protestaba por la falta de celeridad, por lo que en aplicación de la figura de la notificación en estrados de la fecha de lectura de decisión, procedió a llevarla a cabo, y en su oportunidad el señor RAMÍREZ interpuso el recurso de apelación, a consecuencia de lo cual se dispuso correr el traslado pertinente para sustentarlo.
El 21-02-13 día en que vencía el término para sustentación de esa impugnación, se recibió memorial suscrito por el Dr. ANGARITA en cuyo numeral primero expresó que ratificaba la apelación presentada por su procurado y procedería a sustentar en forma oral ante el superior jerárquico cuando fuera asignada la fecha. En el párrafo final expresamente manifestó: “respecto de la audiencia realizada la presente institución jurídica de la defensa del señor CARLOS MARIO RAMÍREZ no observa objeción alguna”. Con fundamento en lo anterior y ante la falta de sustentación del recurso, lo declaró desierto.
Estima desacertada la calificación que se hace de su proceder, puesto que por su parte se respetaron las garantías y derechos de la defensa; así como el debido proceso, entre otras cosas porque se preservó la oportunidad para que el ahora accionante interpusiera oportunamente el recurso de apelación contra la sentencia condenatoria, el cual fue consonante con el sentido del fallo anunciado dos meses atrás por el despacho. De igual forma, se corrió  traslado para que el defensor sustentara el recurso interpuesto por el señor RAMÍREZ.
El mismo Dr. ANGARITA manifestó en su escrito su ratificación del recurso, con lo cual además de los efectos de la notificación en estrados, habría de entenderse que se hallaba notificado por conducta concluyente; así mismo, con la afirmación de que no existía objeción alguna respecto a la audiencia realizada, convalidó la actuación de ese despacho, en el sentido de no haberse producido vulneración a derecho fundamental alguno en el caso bajo análisis. Cosa distinta es el hecho de que el Dr. HERNÁN ANGARITA  además de despreciar deliberadamente la oportunidad de participar en la audiencia de lectura de sentencia, hubiera hecho lo mismo en el término concedido para sustentar la apelación que con ansias anunció desde el momento del sentido de fallo.
Acorde con lo manifestado, a su juicio la acción de tutela que se propone ahora por otra apoderada está encaminada a poner de relieve la inoperancia o falta de efectividad de su antecesor, con el ánimo de revivir por intermedio de la tutela la oportunidad de sustentar el recurso, la cual fue desaprovechada por el Dr. ANGARITA. Se trata por tanto de una finalidad extraña a los objetivos de la acción y por lo mismo debe denegarse. 
2.2.- Dentro del término de traslado se recibió concepto suscrito por el Procurador 151 Judicial II Penal delegado ante el Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira, lo mismo que respuesta del actual encargado de la Fiscalía 25 Seccional de Dosquebradas. Escritos de los cuales se resalta lo siguiente: 
2.2.1.- Procurador 151 Judicial II Penal
Después de un análisis detenido del caso, considera que no se asiste a una flagrante violación al debido proceso en su componente del derecho de defensa en sus aspectos material y técnico, por cuanto al momento de haberse hecho la lectura de la sentencia condenatoria se contaba con la presencia del abogado ÓSCAR LÓPEZ quien actuaba de consuno con el abogado HERNÁN ANGARITA, al punto que aquél dio razón de éste y se arguyó que se pretendía interponer una solicitud de libertad para así garantizar el derecho de defensa.

Por otro lado, como verificó en la visita realizada al proceso en cuestión, en la explicación ofrecida por escrito por el abogado HERNÁN ANGARITA, la razón de su ausencia fue la presencia suya en un proceso en la ciudad de Cartago (Valle), donde fungía como testigo ofrecido por su colega el Dr. ÓSCAR ÁNGEL LÓPEZ; así mismo, resalta que el señor RAMÍREZ RAMÍREZ procedió a interponer el recurso de apelación y anunció que se sustentaría en el momento oportuno.

Considera que en este caso no se vulneró el derecho de defensa en su componente técnico, porque la simple lectura del fallo no comportó el desconocimiento de ese derecho, todo lo cual lo lleva a solicitar a este Tribunal que no conceda el amparo deprecado.
A modo de colofón, le llama la atención frente a la forma de actuar del abogado HERNÁN ANGARITA, de la que se deduce que para ese momento procesal no conocía la existencia de la Ley 1395 de 2010, cuyo artículo 10 reformó el 179 del Código de Procedimiento Penal.

2.2.2-  Fiscal 25 Seccional de Dosquebradas (e)
En el momento de la audiencia de lectura de sentencia la entonces Fiscal 25 hizo énfasis en que no se hiciera la lectura respectiva, por cuanto se notaba la ausencia del apoderado del señor RAMÍREZ RAMÍREZ, y pese a ello el juez de la causa consideró que lo haría, decisión que como director del acto público era de su esfera. Sin embargo, hubo apelación por parte del mencionado condenado, para lo cual se concedieron los 5 días para la sustentación, misma que no se hizo, y de ahí la razón para que se declarara desierto el recurso; por tanto, considera que no hubo violación al debido proceso por parte del Juzgado Tercero Penal del Circuito, puesto que no vulneró el principio de contradicción y lo que ocurrió fue que durante el término concedido para argumentar el disenso, ello no se hizo en debida forma.  
3.- PRUEBAS

Se tuvieron como tales los diferentes documentos allegados por cada una de las partes intervinientes, en especial los registro de la audiencia realizada el 14-02-13, y se realizó inspección judicial al expediente radicado bajo el número 661706000066 2012 00136 seguido contra el accionante y otra.
4.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591 de 1991 y 306 de 1992.

4.1.- Problema jurídico planteado 

Corresponde al Tribunal como juez constitucional en sede de tutela, determinar si en el presente evento se incurrió en vulneración de los derechos fundamentales al debido proceso y de defensa del accionante, susceptible de ser amparado por este excepcional mecanismo.
4.2.- Solución a la controversia 
La Constitución Política de Colombia en su artículo 86 consagró la acción de tutela como una forma para que las personas puedan reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando estos resulten vulnerados o amenazados por cualquier autoridad pública, pero la condicionó a que sólo procedería cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 

Sobre el particular en la sentencia T-313 de 2005, la H. Corte Constitucional indicó: 

“[…] La acción de tutela es un mecanismo de protección de derechos fundamentales cuyas características y condiciones son definidas por la misma Carta Política. Dentro de estos requisitos se encuentran la subsidiariedad y la inmediatez. 

El primero está relacionado con la necesidad que en cada caso concreto se acredite que el afectado no cuenta con otro mecanismo de protección de sus derechos o que, en razón a la inminencia de un perjuicio irremediable, dicho instrumento pierde su idoneidad para garantizar la eficacia de los postulados constitucionales, caso en el cual la Carta prevé la procedencia excepcional y transitoria.
 

El fundamento constitucional de la subsidiariedad, bajo esta perspectiva, consiste en impedir que la acción de tutela, que tiene un campo restrictivo de aplicación, se convierta en un mecanismo principal de protección de los derechos fundamentales.  En efecto, la Constitución y la ley estipulan un dispositivo complejo de competencias y procesos judiciales que tienen como objetivo común garantizar el ejercicio pleno de los derechos constitucionales, en consonancia con el cumplimiento de los demás fines del Estado previstos en el artículo 2 Superior.[…]”

La regla general es la improcedencia de la acción de tutela contra decisiones judiciales; no obstante, se ha elaborado la siguiente selección con el objeto de determinar cuándo una sentencia judicial puede someterse al examen de orden constitucional. Tales presupuestos son
: 
“-a) Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional: Lo anterior porque el juez constitucional no puede entrar a estudiar cuestiones que no tienen una clara y marcada importancia constitucional so pena de involucrarse en asuntos que corresponde definir a otras jurisdicciones. 
-b) Que se hayan agotado todos los medios  -ordinarios y extraordinarios-  de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable: Señala la Corte Constitucional que de no ser así, esto es, de asumirse la acción de tutela como mecanismo de protección alternativo, se correría el riesgo de vaciar las competencias de las distintas autoridades judiciales.
-c)  Que se cumpla el requisito de la inmediatez: Es decir, que la tutela se hubiere interpuesto en un término razonable y proporcionado a partir del hecho que originó la vulneración.
-d) Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe quedar claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora:  Con fundamento en este presupuesto, se precisa que la irregularidad debe comportar grave lesión de derechos fundamentales, tal como ocurre con los casos de pruebas ilícitas susceptibles de imputarse como crímenes de lesa humanidad; la protección de tales derechos se genera independientemente de la incidencia que tengan en el litigio y por ello hay lugar a la anulación del juicio. 
-e). Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible: Indica la Corte que esta exigencia es comprensible, pues sin que la acción de tutela llegue a rodearse de unas exigencias formales contrarias a su naturaleza y no previstas por el constituyente, sí es menester que el actor tenga claridad en cuanto al fundamento de la afectación de derechos que imputa a la decisión judicial, que la haya planteado al interior del proceso y que dé cuenta de todo ello al momento de pretender la protección constitucional de sus derechos. 
-f). Que no se trate de sentencias de tutela: Lo anterior se justifica bajo el riguroso proceso de selección que hace la Corporación. (subrayado fuera de texto) 

Igualmente, la Alta Corporación indicó los defectos o vicios que debe presentar la decisión que se juzga:
-a) Defecto orgánico: Que se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la providencia impugnada, carece absolutamente de competencia. 
-b). Defecto procedimental absoluto: Que se origina cuando el juez actuó completamente al margen del procedimiento establecido. 
-c) Defecto fáctico: Que surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que permita la aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión.
-d) Defecto material o sustantivo: Como son los casos en que se decide con base en normas inexistentes o inconstitucionales o que presentan una evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la decisión. 
-e) Error inducido: Que se presenta cuando el juez o tribunal fue víctima de un engaño por parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una decisión que afecta derechos fundamentales.
-f) Decisión sin motivación: Que implica el incumplimiento de los servidores judiciales de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de sus decisiones. 
-g) Desconocimiento del precedente: Según la Corte Constitucional, en estos casos la tutela procede como mecanismo para garantizar la eficacia jurídica del contenido constitucionalmente vinculante del derecho fundamental vulnerado 
-h.) Violación directa de la Constitución: Procede cuando la decisión judicial supera el concepto de vía de hecho, es decir, en eventos en los que si bien no se está ante una burda trasgresión de la Carta, si se trata de decisiones ilegítimas que afectan derechos fundamentales.
Al estar claro lo anterior y de conformidad con las manifestaciones realizadas por la apoderada del señor RAMÍREZ RAMÍREZ, entiende esta Sala que su solicitud está direccionada básicamente a la protección de los derechos fundamentales al debido proceso y defensa, los cuales se estiman lesionado con ocasión de la sentencia condenatoria proferida en su contra por el Juez Tercero Penal del Circuito de esta ciudad, en calidad de autor en el punible de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, en atención a que durante la audiencia de lectura de sentencia no estuvo presente su abogado defensor, y en ese sentido se coartaron sus garantías procesales.
En el anterior sentido, en primer lugar hay que indicar que todo aquel que se encuentre involucrado en un proceso penal, debe estar asistido por un defensor de confianza o asignado de oficio, quien se encargará de velar por la observancia de las formas del proceso y el respeto de los derechos fundamentales de su protegido; por lo tanto, si se llegare a comprobar la inexistencia de éste requisito, en principio, habría que afirmar que hay lugar a decretar una nulidad por violación al debido proceso, tal cual se pide en esta oportunidad.
No obstante lo dicho, aunque de entrada podría afirmarse que este caso es uno de esos eventos en los cuales existió vulneración al derecho de defensa, por cuanto se comunicó el fallo a uno de los condenados sin que estuviera presente su abogado de confianza, las particularidades de la situación en cuanto a lo ocurrido durante y después de la realización de la audiencia pública de lectura de sentencia, lleva a esta magistratura a colegir que no existe tacha frente a las actuaciones realizadas por el Juez Tercero Penal del Circuito de esta ciudad, y que no fue su omisión la que causó la supuesta irregularidad que se discute como vulneradora de derechos, conforme pasa a verse:

- Es palmario que la multicitada audiencia se llevó a cabo sin la presencia del abogado, pero ello no obedeció a un actuar caprichoso por parte del juez, sino que por el contrario se debió a su interés de evitar que se siguiera dilatando el curso normal del proceso, y esa explicación quedó clara en el momento de ese acto público en el cual se expuso: ”ante la injustificada falta de asistencia del togado, y el resaltado interés del apoderado de la otra coprocesada en que antes de que se hiciera esa lectura, se practicara otra audiencia relacionada con ese mismo trámite en la que se iba a debatir una solicitud de libertad por vencimiento de términos”, no se veía inconveniente en seguir adelante el trámite de la diligencia en la cual el propio condenado podía hacer uso del recurso de alzada, y con posterioridad su abogado lo sustentaría dentro del término de ley otorgado para el efecto, más aún cuando desde el anuncio del sentido del fallo, sin conocer los argumentos y detalles de la sentencia, se había expresado que se iba a apelar la decisión. 

Además, como bien lo pone de presente el titular del despacho accionado en la respuesta dada a esta acción de tutela, la actuación quedó convalidada con la afirmación contenida en la parte final del memorial presentado posteriormente por el entonces defensor del señor CARLOS MARIO, esto es: “respecto de la audiencia realizada la presente institución jurídica de la defensa del señor CARLOS MARIO RAMÍREZ, no observa objeción alguna”
, por lo que resulta extraño que con posterioridad a ese escrito, concretamente en la solicitud de reposición del auto que declaró desierto el recurso, se expresara todo lo contrario y tratara el abogado de culpar injustamente al juez por las consecuencias que sus propios actos generaron.   
- La diligencia en cuestión culminó y como era de esperarse el señor RAMÍREZ RAMÍREZ interpuso el recurso de apelación contra la sentencia, motivo por el cual el funcionario le informó que a partir del día siguiente corría el término de 5 días para que el profesional del derecho que había designado para su defensa presentara la sustentación del mismo, lo cual no ocurrió, ya que si bien es cierto el último día se presentó un memorial en el despacho de conocimiento, en el contenido del mismo no hizo referencia alguna a las razones de disenso que se tenían contra la sentencia, por lo que hubo lugar a declararse desierto. Actuación que una vez revisada por esta instancia tampoco se advierte contraria a derecho, al ser consonante con la normativa que rige la materia. Situación diferente es, que el entonces apoderado hubiera tenido un mal entendimiento acerca de la forma como se debía sustentar el recurso, como circunstancia que escapa a la esfera del juez quien no está autorizado para brindar asesoría en ese sentido y por ello no tenía alternativa diferente que declararlo desierto.
- Se resalta que frente a la determinación de declarar desierto el recurso tanto el señor CARLOS MARIO como su entonces apoderado presentaron sendos escritos en donde solicitaron reponer esa decisión y dar vía libre al recurso de apelación, para lo cual esgrimieron las razones que causaron la falta de sustentación, y que si bien no resultaron suficientes para obtener una decisión diferente, de ellas se resaltan varias cosas: (i) según el señor CARLOS MARIO, a pesar de que su familia y él trataron de contactar al Dr. HENÁN ANGARITA para que se encargara de la sustentación del recurso, solo lo lograron ubicar el día que vencía el término, ello cuando ante la inasistencia a la audiencia lo mínimo que se esperaba era que dicho profesional le informara al menos a su cliente cuáles habían sido las razones para no asistir y buscara enterarse de lo ocurrido en ese acto público, y no por el contrario que fuera el detenido o su familia quienes tuvieran que hacerlo para indicarle cuál era su deber; (ii) el aparente desconocimiento inicial por parte del togado de la forma y el momento como en la actualidad se debe sustentar un recurso de apelación contra una sentencia condenatoria -según la ley es ante el juez de primera instancia y no ante el ad quem-, ignorancia que posteriormente se quiso remediar con la manifestación de que no le era posible apelar porque nunca se le notificó personalmente la sentencia; y (iii) el no comparecer a la audiencia en la fecha y hora previamente señaladas, no establecer comunicación con el cliente con posterioridad a ella, y no presentar en debida forma la sustentación del recurso, no puede adjudicársele a nadie diferente que al abogado defensor.   
Como puede verse, tal como lo resaltó el titular del Juzgado Tercero Penal del Circuito en la contestación y el Procurador Judicial 151 Penal en su concepto, todos los reproches que se encuentran en la actuación que se revisa, se derivan del abogado defensor de confianza del señor CARLOS MARIO, de quien se esperaba otro comportamiento, y por el contrario se denota que el Juez Tercero Penal del Circuito de esta ciudad no hizo cosa diferente que seguir los lineamientos legales que su dignidad le representa, de quien se avizora un marcado interés por evitar la convalidación de maniobras tendientes a dilatar de forma injustificada las actuaciones judiciales que son asignadas a su despacho.
- Finalmente, se resalta que en ninguna de las intervenciones frente al juez y tampoco en esta actuación se anuncian los motivos de inconformidad que se tienen frente a la sentencia condenatoria y cuál es ese perjuicio grave que se causó con la misma, puesto que el debate se ha centrado única y exclusivamente en el mero hecho de la no asistencia del defensor a la audiencia de juzgamiento.
Así las cosas, acorde con lo analizado y las características singulares de la situación fáctica propuesta, no encuentra esta Corporación motivos para considerar que la actuación adelantada por el Juez Tercero Penal del Circuito de esta ciudad deba anularse por vulneración a derechos o garantías fundamentales; por tanto, se negará el amparo deprecado.
5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE NIEGA la tutela de los derechos fundamentales reclamados por la apoderada del señor CARLOS MARIO RAMÍREZ RAMÍREZ.
SEGUNDO: Si el fallo no fuere impugnado, remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      LUZ STELLA RAMÍREZ GUTIÉRREZ 
MANUEL YARZAGARAY BANDERA
El Secretario de la Sala,
JUAN CARLOS MORALES RAMÍREZ
� En relación con la subsidiariedad de la acción de tutela pueden consultarse, entre otras, las sentencias T-297/97, M.P. Antonio Barrera Carbonell, T-449/98, M.P. Alfredo Beltrán Sierra y T-300/04, M.P. Eduardo Montealegre Lynett. 


� Radicación 2011-00256-00  28-04-11 – Consejero ponente Dr. Gerardo Arenas Monsalve - Consejo de Estado y C-590/05, Corte Constitucional.


� Cfr. folios 112 y 113
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